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III. OTRAS DISPOSICIONES

MINISTERIO DE JUSTICIA
12810 Resolución de 11 de junio de 2010, de la Dirección General de los Registros y 

del Notariado, en el recurso interpuesto contra la nota de calificación del 
registrador de la propiedad de San Javier n.º 1, por la que se deniega la 
inscripción de dos resoluciones judiciales de declaración en quiebra, dictadas 
por un tribunal inglés.

En el recurso interpuesto por don A. G. H., Abogado, contra la nota de calificación del 
Registrador de la Propiedad de San Javier número 1, don Florentín Daniel Gil Serrano, por 
la que se deniega la inscripción de dos resoluciones judiciales de declaración en quiebra, 
dictadas por un tribunal inglés.

Hechos

I

El día 6 de noviembre de 2007 se dictan por la Dewsbury County Court sendas 
Resoluciones judiciales declarando en quiebra a Mr. J. y Mrs. C. R.

II

Presentado testimonio de dichas resoluciones, acompañado de certificado de Notario 
inglés relativo a la inexistencia de reclamaciones, todos ellos debidamente apostillados, en 
el Registro de la Propiedad de San Javier número 1, fue objeto de la siguiente nota de 
calificación: «Conforme al artículo 18 de la Ley Hipotecaria (reformado por Ley 24/2001, 
de 27 de diciembre) y 98 y siguientes del Reglamento Hipotecario. El Registrador de la 
Propiedad que suscribe, previo examen y calificación del documento presentado por don/
doña G. L., J., el día 5 de junio de 2009, bajo el asiento número 737, del Diario 86, entrada 
n.º 2972, que corresponde al documento autorizado por el notario de D./Dª, con el número /
de su protocolo, de fecha 25 de marzo de 2009, ha resuelto no practicar los asientos 
solicitados sobre la base del/los siguiente/s Hecho/s Y Fundamento/s de Derecho: 
Hecho/s. Se presenta instancia firmada el día 25 de marzo de 2009 por don A. G. H., a la que 
se acompañan Resoluciones judiciales en las que se declaran insolventes a don J. R. 
y C. M. R., solicitándose que se practique un asiento de inscripción en los folios de la 
finca registral nº 74.939 de San Javier (propiedad de los citados Sres. R.) para informar 
de la existencia del procedimiento de insolvencia. Dicho procedimiento ha sido seguido en 
el Juzgado de Primera Instancia de Dewsbury. Fundamentos de Derecho. En este caso ha 
de tenerse en cuenta el Reglamento de la CE núm. 44/2001, de 22 de diciembre de 2000, 
del Consejo, sobre competencia judicial, reconocimiento y ejecución de resoluciones 
judiciales en materia civil y mercantil. Según su art. 38.1, las «resoluciones judiciales 
dictadas en un Estado miembro que allí fueren ejecutorias se ejecutarán en otro Estado 
miembro cuando, a instancia de cualquier parte interesada, se hubiere otorgado su 
ejecución en este último». El art. 39.1 establece que «la solicitud se presentará ante los 
tribunales o autoridades competentes indicadas en la lista que figura en el anexo II del 
presente Reglamento» y el dicha lista figura respecto a España el Juzgado de Primera 
Instancia. Y el apartado 2 de dicho art. 39 establece que «la competencia territorial se 
determinará por el domicilio de la parte actora contra la que se solicitase la ejecución o por 
el lugar de ejecución». En consecuencia, la documentación presentada habrá de ser 
complementada con el Auto judicial del Juez de Primera Instancia de España competente 
que decrete un asiento procedente conforme a la legislación hipotecaria española. Art. 4 
de la Ley Hipotecaria y art. 10.1 del Código Civil. Se advierte que tal mandamiento habrá 
de estar debidamente liquidado del impuesto. Art. 254 de la Ley Hipotecaria. Y por 
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considerarlo defecto/s subsanable/s se procede a la suspensión de los asientos solicitados 
del documento mencionado. Contra esta calificación (…) San Javier, quince de junio del 
año dos mil nueve. El Registrador (firma ilegible) Fdo: F. Daniel Gil Serrano».

III

Contra la anterior nota de calificación, don A. G. H., Abogado, interpone recurso en 
virtud de escrito de fecha 25 de marzo de 2009, en base entre otros a los siguientes 
argumentos: que es posible inscribir la declaración de quiebra de los cotitulares de la finca 
conforme a lo dispuesto en los artículos 17 y 18 del Reglamento 1346/2000 de 29 de 
mayo, del Consejo.

IV

El Registrador emitió su informe el día 2 de octubre de 2009 y elevó el expediente a 
este Centro Directivo.

Fundamentos de Derecho

Vistos los artículos 16, 17, 22 y 26 del Reglamento (CE) 1346/2000 de 29 de mayo 
de 2000 del Consejo, sobre procedimientos de insolvencia; artículos 1, 3, 4, 18, 19 bis, 322 
y siguientes de la Ley Hipotecaria; artículos 36 y 100 de su Reglamento; artículos 24 y 220 
de la Ley Concursal; artículos 38-48 del Reglamento (CE) 44/2001 de 22 de diciembre 
de 2000 del Consejo, relativo a la competencia judicial, el reconocimiento y la ejecución de 
resoluciones judiciales en materia civil y mercantil; las Sentencias del Tribunal de Justicia de 
la Unión Europea de 2 de mayo de 2006 (As. C-341/2004) y de 21 de enero de 2010 
(As. C-444/2007); el Informe VIRGÓS/SCHMIT sobre el Convenio relativo a los procedimientos 
de insolvencia y el Auto del Tribunal Supremo de 4 de diciembre de 2007.

1. Se debate en este recurso la inscribibilidad en el Registro de la Propiedad de dos 
resoluciones judiciales inglesas por las que se declara la apertura de sendos procedimientos 
concursales frente a dos nacionales ingleses. El Registrador deniega la inscripción al 
entender que, en aplicación del juego combinado de los artículos 38.1 y 39 del 
Reglamento 44/2001, 4 de la Ley Hipotecaria y 10.1 del Código Civil, resulta necesaria la 
obtención de un auto judicial previo en el que se decrete «un asiento procedente conforme 
a la legislación hipotecaria pertinente». Por el contrario, en opinión del recurrente es 
posible inscribir directamente las declaraciones de concurso de los cotitulares de la finca 
conforme a lo dispuesto en los artículos 17 y 18 del Reglamento (CE) 1346/2000 de 29 de 
mayo, del Consejo, sobre procedimientos de insolvencia.

2. La correcta resolución del presente recurso obliga a identificar, con carácter previo, 
las normas que resultan aplicables y la delimitación de sus respectivos ámbitos de 
aplicación.

En primer lugar, y al contrario de lo que se señala en la nota de calificación, el 
Reglamento 44/2001, no es aplicable al reconocimiento de una declaración de apertura de 
concurso extranjero, desde el momento en que en el artículo 1 del mencionado instrumento 
se excluyen de su ámbito material de aplicación los procedimientos de insolvencia (vid. 
Auto del Tribunal Supremo de 4 de diciembre de 2007). Tampoco resulta aplicable a esta 
cuestión el artículo 10.1 del Código Civil, un precepto en el que se contiene la norma de 
conflicto que determina el Derecho aplicable a la constitución y eficacia de un derecho 
real, cuestiones que en ningún caso se plantean en el presente supuesto.

La respuesta a la cuestión planteada debe buscarse, por el contrario, en la normativa 
sobre concurso internacional, normativa que, contiene, con carácter general, en el 
Reglamento 1346/2000 sobre procedimientos de insolvencia y en los artículos 10-11 y 199-230 
de la Ley Concursal. Las soluciones acogidas por el Reglamento de Insolvencia y por la 
Ley Concursal poseen una gran semejanza y responden a principios comunes. Sin 
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embargo, existe una diferencia esencial entre una y otra norma, precisamente en la 
cuestión que se plantea en el presente recurso: el reconocimiento de una declaración 
extranjera de apertura de concurso.

El instrumento comunitario, siguiendo en este punto la senda ya iniciada por el 
Reglamento 44/2001, establece en su artículo 16 el reconocimiento automático de las 
declaraciones de apertura adoptadas por las autoridades de un Estado miembro, al señalar 
que «Toda resolución de apertura de un procedimiento de insolvencia adoptada por el 
tribunal competente de un Estado miembro en virtud del artículo 3, será reconocida en 
todos los demás Estados miembros desde el momento en que la resolución produzca 
efectos en el Estado de apertura» (vid. Sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión 
Europea de 21 de enero de 2010, as. C-444/2007). La regla del artículo 16 constituye una 
nueva expresión del ya mencionado «principio de confianza comunitaria» (vid. Sentencia 
del Tribunal de Justicia de la Unión Europea de 2 de mayo de 2006, As. C-341/2000) y se 
complementa con la que contiene el artículo 17.1, según la cual, «La resolución de apertura 
de un procedimiento del apartado 1 del artículo 3 producirá, sin ningún otro trámite, en 
cualquier Estado miembro, los efectos que le atribuya la Ley del Estado en que se haya 
abierto el procedimiento (…)». En otros términos, la declaración de apertura de un concurso 
adoptada por las autoridades de un Estado miembro debe reconocerse en el resto de 
Estados miembros ex lege y con los efectos que le atribuye el ordenamiento del Estado de 
origen, sin que, por lo tanto, sea necesario acudir a ningún procedimiento previo de 
homologación judicial de la decisión en el Estado en el que ésta se quiera hacer efectiva. 
A ello hay que añadir que el artículo 22 reconoce al Síndico de la quiebra la facultad de 
solicitar la inscripción de la declaración en cualquier Registro de un Estado miembro, 
siempre que se trate de una modalidad de Síndico incluida en el Anexo C del 
Reglamento.

Por el contrario, la regulación de la Ley Concursal relativa a la eficacia en España de las 
resoluciones extranjeras en materia concursal contenida en el artículo 220, parte de una 
concepción radicalmente diferente y somete el reconocimiento de la declaración de apertura 
extranjera al régimen de exequátur, lo que obligaría, con carácter previo a la inscripción, a 
acudir al procedimiento contemplado en la Ley de Enjuiciamiento Civil de 1881.

Dada la primacía de los reglamentos comunitarios sobre el ordenamiento nacional, la 
aplicación de las soluciones contempladas en la Ley Concursal depende de que el supuesto 
quede fuera del ámbito de aplicación del Reglamento 1346/2000. En el caso concreto de 
las reglas que ahora resultan de interés para la resolución del presente recurso, esto es, 
las relativas al reconocimiento y declaración de ejecutividad de resoluciones en materia 
concursal, las soluciones del Reglamento 1346/2000 se aplican a todas aquellas 
resoluciones extranjeras que se quieran reconocer o declarar ejecutables en un Estado 
miembro, siempre que cumplan tres requisitos: 1) que hubieran sido dictadas en otro 
Estado miembro salvo Dinamarca, para la que no está en vigor este instrumento; 2) que 
las autoridades de tal Estado hubieran basado su competencia en las reglas del propio 
Reglamento, algo que, según el artículo 3, sucederá siempre que el deudor concursal 
tenga su centro de intereses principales en el territorio de un Estado miembro y; 3) que las 
resoluciones estuvieran incluidas dentro del ámbito material del Reglamento, para lo cual 
es necesario que hubieran sido dictadas en el marco de un procedimiento que cumpla los 
requisitos contemplados en el artículo 1 y además se encuentre recogido en los Anexos A 
o B del Reglamento. Fuera de estos casos, el reconocimiento de una declaración extranjera 
de apertura, provenga o no de un Estado comunitario, quedaría sometida al artículo 220 
de la Ley Concursal y, con ello, al trámite del exequátur.

Es necesario además poner de manifiesto que un modelo de reconocimiento automático 
como el instaurado por el Reglamento de Insolvencia no implica la ausencia absoluta de 
control. Por el contrario, en el caso de que se pretenda el reconocimiento de una declaración 
de apertura de un concurso extranjero, el Reglamento permite denegar éste cuando sus 
efectos resulten manifiestamente contrarios al orden público del Estado requerido 
(artículo 26). En cuanto al reconocimiento del resto de resoluciones derivadas de un 
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procedimiento concursal extranjero, el Reglamento añade, al margen de la eventual 
vulneración del orden público del Estado requerido, un motivo adicional de denegación: la 
ausencia de una limitación de la libertad personal o del secreto postal (artículo 26).

Ahora bien, pese a que no suponga una ausencia de control de la resolución extranjera, 
la apuesta por un modelo de reconocimiento automático sí tiene una especial incidencia 
sobre el modo de realizar tal control. A diferencia de lo que acontece en un modelo de 
homologación previa como el contenido en la Ley de Enjuiciamiento Civil de 1881, donde 
el reconocimiento se supedita a la obtención de una autorización por parte de las 
autoridades del Estado requerido en la que, a título principal y con fuerza de cosa juzgada, 
se permita que despliegue sus efectos en ese Estado, el Reglamento 1346/2000 posibilita 
la obtención del reconocimiento incidental de una resolución extranjera ante aquella 
autoridad del Estado requerido frente a la cual tal resolución se quiera invocar, sea aquélla 
una autoridad judicial o, como acontece en el presente supuesto, un Registrador. Ello 
supone que, en un caso como el presente, es al propio Registrador a quien corresponde, 
con carácter previo a la inscripción del título extranjero, controlar con carácter incidental si 
la resolución extranjera de declaración de apertura de concurso reúne los requisitos para 
ser reconocida en España como trámite previo a su inscripción.

En definitiva, pese a la flexibilización del régimen de reconocimiento de resoluciones 
extranjeras que propone el Reglamento 1346/2000, el propio instrumento comunitario 
exige un comportamiento activo del Registrador que le obliga, de un lado, a constatar que 
la resolución concursal extranjera queda dentro del ámbito de aplicación del propio 
instrumento y, en consecuencia, puede beneficiarse de su régimen privilegiado de 
reconocimiento y, de otro, que no se encuentra inmersa en uno de los motivos de 
denegación (Informe VIRGÓS/SCHMIT, citado en los VISTOS, núm. 183). El Reglamento 
carece, sin embargo, de normas propias en las que se establezca el procedimiento que 
deben seguir las autoridades nacionales a la hora de practicar el control incidental de una 
resolución extranjera, lo que obliga a acudir a las normas nacionales, normas, que en el 
caso del Registrador, necesariamente han de ser las que regulan el ejercicio del control de 
legalidad. Ello supone que el Registrador ha de incorporar a dicho control el examen de los 
requisitos que permiten atribuir eficacia en España a la declaración de apertura extranjera, 
un examen que necesariamente ha de ser de carácter limitado y que ha de ceñirse 
exclusivamente a los requisitos ya mencionados, es decir, la constatación de que el 
supuesto queda dentro del propio Reglamento y, en consecuencia, puede beneficiarse del 
régimen de reconocimiento incidental y, de constatarse la aplicación del instrumento 
comunitario, la verificación de que el reconocimiento de la declaración de apertura 
extranjera no supone una manifiesta vulneración del orden público español. Por otro lado, 
el Reglamento tampoco regula la forma y el contenido de la inscripción, lo que supone que 
ésta ha de respetar las exigencias de la autoridad que lleve el registro nacional (en este 
sentido, Informe VIRGÓS/SCHMIT, núm. 182) exigencias, claro está, cuyo cumplimiento 
también deberá ser verificado por el propio Registrador y entre las que se incluyen las 
relativas a la inscripción de documentos extranjeros contenidas en el artículo 3 de la Ley 
Hipotecaria y 36 del Reglamento Hipotecario.

Debe señalarse además que siempre que resulte de aplicación el régimen de 
reconocimiento de resoluciones extranjeras contenido en el Reglamento de Insolvencia 
queda sin efecto la remisión del artículo 4 de la Ley Hipotecaria al sistema interno de 
exequátur contemplado en los artículos 951-958 de la Ley de Enjuiciamiento Civil de 1881, 
por lo que, al contrario de lo señalado en la nota de calificación, este precepto no podría 
ser invocado para exigir el exequátur de la resolución extranjera como requisito previo a 
su inscripción. Tal y como ha señalado el Tribunal de Justicia de la Unión Europea, el 
principio de confianza mutua entre los Estados miembros del que parte el Reglamento de 
Insolvencia supone, al margen de un elenco unificado de reglas de competencia «la 
renuncia correlativa por los Estados miembros a sus normas internas de reconocimiento y 
de exequátur a favor de un mecanismo simplificado de reconocimiento y ejecución de las 
resoluciones adoptadas en el marco de los procedimientos de insolvencia» (Sentencia del 
Tribunal de Justicia de la UE de 2 de mayo de 2006, As. C-331/2004, cdo. 40).
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3. Una vez examinadas las circunstancias que concurren en el supuesto, la aplicación 
del Reglamento de Insolvencia resulta indiscutible. De un lado, las resoluciones cuya 
inscripción se solicita son dictadas por una autoridad de un Estado comunitario. De otro, 
otro, en la nota de calificación no se cuestiona ni el hecho de que los deudores concursales 
tengan su centro de intereses principales en un Estado comunitario ni la inclusión del 
procedimiento inglés dentro del elenco de procedimientos incluidos en los Anexos del 
Reglamento, por lo que este Centro Directivo no pueda ahora entrar a discutir ambas 
cuestiones.

En el presente supuesto, la inscripción se deniega al considerarse que resultaba 
necesario obtener con carácter previo a la inscripción, una resolución judicial que homologase 
las resoluciones extranjeras. Pues bien, de acuerdo a la exposición que se acaba de realizar, 
tal solución no puede ser compartida. Ya se ha señalado que el artículo 16 del Reglamento 
de Insolvencia parte del reconocimiento automático de las declaraciones extranjeras de 
apertura y permite al Registrador realizar un control incidental de la decisión en los términos 
antes apuntados. Como ya se apuntó, el Registrador invocaba, entre otras normas los 
artículos 38.1 y 39 del Reglamento, para justificar la necesidad de obtener el exequátur 
previo de las resoluciones inglesas y, desde luego, es cierto que el Reglamento 1346/2000 
realiza una remisión en su artículo 25 a la regulación contenida en los artículos 31 a 51 del 
Convenio de Bruselas de 1968 (actuales artículos 38-58 del Reglamento 44/2001), con la 
excepción del artículo 34.2 (artículo 45.1 del Reglamento 44/2001). Ahora bien, al margen 
de que el Reglamento 44/2001 también contempla el reconocimiento automático y, como ya 
se apuntó, es el texto que sirve de modelo en este ámbito al propio Reglamento de 
Insolvencia, es necesario aclarar que tal remisión, al margen de no ser aplicable a las 
declaraciones de apertura sino al resto de resoluciones relativas al desarrollo y conclusión 
de un procedimiento de insolvencia, se refiere, no al reconocimiento, sino al procedimiento 
de obtención de una declaración de ejecutividad de tales resoluciones, es decir, al 
procedimiento para declarar ejecutable una decisión extranjera como paso previo a su 
posterior ejecución, un problema, por tanto, distinto al suscitado en el presente recurso.

Esta Dirección General ha acordado estimar el recurso y revocar la nota de calificación 
del Registrador en los términos que resultan de los anteriores pronunciamientos.

Contra esta resolución los legalmente legitimados pueden recurrir mediante demanda 
ante el Juzgado de lo Civil de la capital de la Provincia del lugar donde radica el inmueble 
en el plazo de dos meses desde su notificación, siendo de aplicación las normas del juicio 
verbal, todo ello conforme a lo establecido en los artículos 325 y 328 de la Ley 
Hipotecaria.

Madrid, 11 de junio de 2010.–La Directora General de los Registros y del Notariado, 
María Ángeles Alcalá Díaz.
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